CONCEPTO JURÍDICO MINPROTECCIÓN SOCIAL AL PROYECTO DE LEY 245 DE 2011 SENADO. 
por la cual se crea la figura del empleo de emergencia para los damnificados de cualquier fenómeno natural peligroso que incida o altere desastrosamente a la población nacional y su forma de vida. 

Dependencia: 10000 00189479

Bogotá, D. C., 30 de junio de 2011

Doctor

EMILIO OTERO DAJUD

Secretario General

Senado de la República

Ciudad
Asunto: Proyecto de ley número 245 de 2011 Senado, por la cual se crea la figura del empleo de emergencia para los damnificados de cualquier fenómeno natural peligroso que incida o altere desastrosamente a la población nacional y su forma de vida.

Respetado doctor:

Cursa en la Plenaria del honorable Senado de la República la iniciativa legislativa del asunto, la cual se encuentra pendiente de debatir en la Plenaria de esa Célula Legislativa, por lo que se considera oportuno dar a conocer el concepto institucional desde la perspectiva del Sector de la Protección Social, el cual fue elaborado tomando como base el texto definitivo aprobado en sesión ordinaria de la Comisión Séptima Permanente del Senado de la República, de fecha 7 de junio de 2011, según Acta número 27.

CONSIDERACIONES GENERALES

Conforme a la exposición de motivos, el proyecto de ley objeto de análisis, en esencia pretende extender por la vía legislativa ordinaria, la figura del empleo de emergencia creada mediante Decreto Legislativo 016 de 2011, modificado por el Decreto 130 del mismo año, ampliándola a todo tipo de desastres, en contraposición de lo regulado en el mencionado decreto, que lo hizo para los damnificados por la Emergencia Económica, Social y Ecológica, adoptada por Decreto 4580 de 2010.

En este sentido y frente a los antecedentes que dan origen a la iniciativa, debe indicarse que el Decreto Legislativo 016 de 2011, modificado por el Decreto 130 del mismo año, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-217 de 2011, en cuanto para dicha Corporación, aquel se expidió por el Gobierno Nacional fuera del término del Estado de Emergencia declarado como ya se anotó, por el Decreto 4580 de 2010, y, por ende, para un momento en que el Ejecutivo ya no gozaba de las atribuciones legislativas extraordinarias que le permitieran adoptar medidas de excepción con fuerza de ley.

Igualmente, la referida Corporación declaró la inexequibilidad del Decreto Legislativo 130 de 2011, según Sentencia C-252 del mismo año, habida cuenta de que dicha normativa se expidió al amparo del Decreto 020 de 2011, por el cual el Presidente de la República declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional hasta el 28 de enero de 2011, con miras a adoptar nuevas medidas destinadas a conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos respecto de las nuevas situaciones sociales, económicas, ecológicas y de calamidad pública, decreto que a su vez fue declarado inexequible a través de la Sentencia C-216 del 29 de marzo de 2011, por lo que en criterio de la Alta Corporación, al haber desaparecido del ordenamiento jurídico la fuente normativa que sirvió de fundamento a la expedición del Decreto Legislativo 130, ya citado, este devenía en inconstitucional.

Ahora bien, el proyecto de ley a que se viene haciendo mención, como ya se anotó, crea la figura del empleo de emergencia para los damnificados de cualquier fenómeno natural peligroso que incida o altere desastrosamente a la población nacional y su forma de vida. Define el ¿Empleo de Emergencia¿ como un esquema de contratación de mano de obra mediante el cual se realizan y ejecutan actividades de rehabilitación y construcción de vivienda e infraestructura, mejora de áreas públicas y demás actividades conexas o complementarias que se requieran para la recuperación de desastres ocasionados por cualquier fenómeno natural peligroso que incida o altere desastrosamente la población nacional y su forma de vida.

También fija las condiciones propias de esta figura, estableciendo su temporalidad sin exceder de seis (6) meses, contados a partir de la vinculación; el salario a devengar acorde con la proporcionalidad del tiempo laborado, sin que este exceda la jornada máxima legal o fracción; el régimen en materia de cotizaciones a los Sistemas Generales de Salud y Pensiones, contemplando uno excepcional consistente en el cuatro por ciento (4%) a cargo del empleador. Igualmente, consagra la afiliación al Sistema de Riesgos Profesionales, exceptuando el pago de los aportes parafiscales al ICBF, Sena y Cajas de Compensación Familiar.

Como requisitos para acceder a este tipo de empleo, en el artículo 3° se prevén: 

1. Ser mayor de 18 años. 

2. Ser persona damnificada o afectada por cualquier fenómeno natural peligroso que incida o altere desastrosamente a la población nacional y su forma de vida, quien deberá encontrarse en los registros que para tal efecto disponga el Gobierno Nacional. 

3. Estar registrado en la base del Sisbén y tener un puntaje que lo clasifique en el nivel I o II o pertenecer a la estrategia ¿Red Juntos¿ de los municipios afectados por la emergencia invernal, estrategia cuya denominación se citó de forma imprecisa teniendo en cuenta que lo correcto es ¿Red para la Superación de la Pobreza Extrema Unidos¿.

En el artículo 4° se establecen los criterios para promover el ingreso al empleo de emergencia, vale decir, ser persona cabeza de hogar, indígenas o afrocolombianos o víctimas de desplazamiento.

El artículo 5° consagra para las entidades del Gobierno Nacional, Departamental o Municipal y las empresas contratistas del Estado que ejecuten actividades de construcción de vivienda e infraestructura, mejora de áreas públicas y demás actividades conexas o complementarias requ eridas para la recuperación de cualquier fenómeno natural que afecte el orden económico, ecológico y social del país, la obligación de efectuar el reporte de personal vacante para la realización de estas actividades ante el Sistema Nacional de Recurso Humano del Servicio Nacional de Aprendizaje (Sena), así como la duración de los contratos y la información respecto de las personas que contrate bajo el esquema de empleo de emergencia.

En el artículo 6° se prevé que cuando las actividades de construcción de vivienda e infraestructura, mejora de áreas públicas y demás actividades conexas o complementarias requeridas para la recuperación de cualquier fenómeno natural que afecte el orden económico, ecológico y social del país, se realice con recursos estatales, deberán incorporarse factores de evaluación de los oferentes que fomenten la generación de empleo a personas afectadas por el fenómeno natural que afecte el orden económico, ecológico y social del país.

Finalmente, el artículo 7° dispone la obligación de focalizar el beneficio de vinculación a un empleo de emergencia a las personas que cumplan los requisitos contemplados en el artículo 3° del proyecto, por parte de las entidades del Gobierno Nacional, Departamental, Distrital o Municipal, así como las empresas contratistas del Estado que ejecuten actividades de construcción de vivienda e infraestructura, mejora de áreas públicas y demás actividades conexas o complementarias a estas, requeridas para la recuperación social, económica y ecológica de las zonas afectadas por cualquier fenómeno natural que afecte el orden económico, ecológico y social del país.

ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD  Y ASPECTOS JURÍDICOS A RESALTAR

Respecto del contenido del proyecto de ley y específicamente, frente a la unidad de materia como requisito material del examen de constitucionalidad previsto en el artículo 158 de la Constitución Política, se encuentra que todas sus disposiciones cuentan con una conexión que puede establecerse como razonable y objetiva, de lo que se tiene que cumple con los requisitos generales de coherencia y lógica jurídica. Igualmente, sucede con el título de la ley
[1][1], que se refiere al núcleo temático de la misma, cumpliendo entonces con el requisito de unidad temática referido al título de la disposición normativa.

De acuerdo con el contenido del proyecto de ley en estudio no se encuentra que se trate de una materia que por disposición expresa del artículo 154 de la Constitución Política esté restringida a iniciativa legislativa en cabeza del Gobierno Nacional, razón por la cual, el Congreso de la República, con base en la cláusula general de competencia legislativa, está facultado para adelantar la regulación sobre esta materia.

En consecuencia, una vez revisado el texto del proyecto de ley y su exposición de motivos, se observa que cumple con lo prescrito en los artículos 158 y 154 de la Constitución Política en cuanto a la unidad de materia y competencia de los miembros del Congreso de la República para presentar la iniciativa.

Frente a la iniciativa, debe señalarse que es loable la creación de la figura del empleo de emergencia en cuanto permite contar con un esquema especial de contratación de mano de obra que impulse la generación de ingresos en las localidades que se vean afectadas por la ocurrencia de cualquier fenómeno natural que afecte el orden económico, social y ecológico del país y que como tal, amortigüe el impacto sobre el flujo de ingresos de los hogares que lleguen a verse afectados con estos fenómenos, pues mitigaría las pérdidas económicas producidas como consecuencia de su ocurrencia, conservando para estas familias la posibilidad de mantenerse empleadas o de desarrollar actividades productivas por parte de los damnificados, lo que paralelamente, protege a las personas de caer en situación de pobreza o pobreza extrema, que empeore su condición por demás ya precaria ante el acaecimiento de tales fenómenos.

Adicionalmente, se observa que el esquema de este tipo de empleos fomenta la focalización en la población más afectada de todas las posibilidades de empleo que se generen en los procesos de reconstrucción adelantados, habida cuenta que les permite la consecución de ingresos en aras de sustentar algunas de sus necesidades y las de sus familias.

No obstante, cabe señalar que el tema objeto de la iniciativa ha sido de gran interés del Gobierno Nacional, tanto así que dicha figura quedó contemplada en la Ley 1450 de 2011, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, enviado a sanción presidencial, cuyo contenido normativo responde a los siguientes términos:

¿Artículo 170. Empleo de emergencia. En situaciones de declaratoria de emergencia económica, social y ecológica y la prevista en el Decreto Extraordinario 919 de 1989, que impacten el mercado de trabajo nacional o regional, el Gobierno Nacional podrá diseñar e implementar programas de empleo de emergencia, de carácter excepcional y temporal, con el fin de promover la generación de ingresos y mitigar los choques negativos sobre el empleo y la transición de la formalidad a la informalidad laboral; teniendo en cuenta los siguientes lineamientos:

a) Los programas deben ser de carácter temporal y su aplicación será por el término que de fina el Gobierno Nacional hasta un máximo de un (1) año.

b) Las personas vinculadas con un empleo de emergencia devengarán el salario mínimo mensual legal vigente proporcional al tiempo laborado, sin que exceda la jornada máxima legal o fracción de esta; en ningún caso podrá superar el término de seis (6) meses, contados a partir de su vinculación.

c) No habrá lugar al pago de aportes para fiscales al ICBF, Sena y Cajas de Compensación Familiar por las personas vinculadas con un empleo de emergencia.

d) Las personas vinculadas a través de un empleo de emergencia serán afiliadas por el empleador y los aportes estarán en su totalidad a su cargo, en pensiones y salud con una cotización equivalente al 4% de salario mensual que devengue el trabajador, y en riesgos profesionales el porcentaje de acuerdo con la normatividad vigente.

e) En el Sistema General de Seguridad Social en Salud, la afiliación se efectuará al Régimen Contributivo y se financiará a través de la Subcuenta de Compensación del Fosyga y las prestaciones económicas se reconocerán y liquidarán en forma proporcional al ingreso base de cotización. Cuando la vinculación se efectúe por períodos inferiores a un (1) mes, se afiliarán al Régimen Subsidiado y el empleador girará a la Subcuenta de Solidaridad del Fosyga el aporte correspondiente al 4% sobre el ingreso percibido que no podrá ser inferior a un salario mínimo legal diario y no habrá lugar al reconocimiento de prestaciones económicas.

f) En el Sistema General de Pensiones, se afiliarán en cualquiera de los regímenes y serán beneficiarias del subsidio al aporte en pensión a través del Fondo de Solidaridad Pensional, para completar la cotización obligatoria establecida en la normatividad vigente, excluyendo el aporte al Fondo de Garantía de Pensión Mínima. El Gobierno Nacional reglamentará las condiciones del giro de los subsidios.

g) El Gobierno Nacional reglamentará los requisitos y condiciones de acceso, priorización e información de la vinculación mediante empleos de emergencia, así como los criterios e instrumentos para la verificación de los trabajadores afiliados a dicho esquema¿.

Conforme con lo hasta aquí expuesto y bajo el entendido que en su integridad las previsiones contenidas en el proyecto de ley a que se viene haciendo alusión, quedaron integradas en la Ley 1450 de 2011, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, este Ministerio considera la inconveniencia de aquel.

En estos términos, se dejan expuestas las observaciones al proyecto de ley del asunto, desde la perspectiva del Sector de la Protección Social.

Atentamente,

Mauricio Santa María Salamanca,

Ministro de la Protección Social.

C. C: honorables Senadores Dilian Francisca Toro Torres, Fernando Tamayo Tamayo, Ponentes.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  PERMANENTE DEL HONORABLE  SENADO DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., a los dos (02) días del mes de agosto año dos mil once (2011)

En la presente fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Congreso de la República, el Concepto Jurídico del Ministerio de la Protección Social, doctor Mauricio Santa María Salamanca, en cinco (05) folios, al Proyecto de ley número 245 de 2011 Senado, por la cual se crea la figura del empleo de emergencia para los damnificados de cualquier fenómeno natural que afecte el orden económico, ecológico y social del país. Autoría del proyecto de ley de los honorables Senadores Juan Francisco Lozano Ramírez y Gloria Stella Díaz Ortiz.

El Secretario,

Jesús María España Vergara.
�[1][1]	¿por la cual se crea la figura del empleo de emergencia para los damnificados de cualquier fenómeno natural peligroso que incida o altere desastrosamente a la población nacional y su forma de vida¿.








